
TESIS  JURISPRUDENCIAL  26/2009 
 
 
 
 

DIVORCIO. CUANDO SE DEMANDA LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 289 BIS DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
CORRESPONDE A LA PARTE SOLICITANTE PROBAR LOS HECHOS EN QUE 
FUNDA SU PETICIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 3 DE OCTUBRE 
DE 2008). La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que el artículo 289 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, vigente 
hasta el 3 de octubre de 2008, prevé la posibilidad de que cualquiera de los 
cónyuges demande, bajo ciertas condiciones, una compensación económica, es 
decir, una indemnización disponible para cualquiera de ellos, sin excepcionar las 
reglas sobre carga probatoria que regulan el juicio civil y sin justificar la existencia 
de una presunción legal a favor de alguna de las partes. Ahora bien, conforme a 
los artículos 281 y 282 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, la carga probatoria compete a las partes, atendiendo a su problemática 
de hacer prosperar sus acciones o excepciones, según corresponda. En 
congruencia con lo anterior, se concluye que cuando en un juicio ordinario civil de 
divorcio se demanda la indemnización prevista en el citado artículo 289 Bis, bajo el 
argumento de haberse dedicado en el lapso que duró el matrimonio 
preponderantemente al desempeño del trabajo del hogar y, en su caso, al cuidado 
de los hijos, corresponde a la parte solicitante probar los hechos en que funda su 
petición, pues lo contrario rompería con las condiciones de impartición de justicia 
imparcial. Lo anterior sin perjuicio de que de las pruebas aportadas y de las 
circunstancias particulares de cada caso pueda desprenderse una presunción 
humana que demuestre esos extremos. 
 
 
Contradicción de tesis 132/2008-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Sexto y Décimo Tercero, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 
18 de febrero de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
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CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
EJERCICIO DEL DERECHO DE VETO, PUES AL CONSTITUIR UN MEDIO DE 
CONTROL POLÍTICO, NO ES SUSCEPTIBLE DE ANÁLISIS EN SEDE 
JUDICIAL. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que cuando la 
materia de lo impugnado verse sobre asuntos que corresponden en su totalidad a 
cuestiones de índole política, éstos no están sujetos a control jurisdiccional. Así, la 
pretensión de que este Alto Tribunal califique las observaciones realizadas por el 
Ejecutivo local a un proyecto de ley o decreto emitido por el Legislativo, para 
determinar si puede o no considerársele como veto y, por tanto, si debe superarse 
mediante votación calificada del Congreso local, carece de sustento constitucional 
en tanto que obligaría a la Suprema Corte a establecer parámetros que ni siquiera 
se encuentran establecidos en la Norma Fundamental, ni en la Constitución local, 
para de ahí realizar un análisis sobre si tales observaciones satisfacen ese 
estándar, cuando el Constituyente Permanente local ha establecido el mecanismo 
idóneo para su superación, consistente en atender las observaciones realizadas 
por el Ejecutivo, o confirmar el proyecto de ley o decreto mediante la votación 
calificada requerida, lo cual constituye un medio de control político que representa 
un contrapeso a la actividad del Poder Legislativo. Por tanto, la controversia 
constitucional es improcedente contra el ejercicio del derecho de veto, pues al 
constituir un medio de control político, no es susceptible de análisis en sede 
judicial; además de que admitir la procedencia de la controversia constitucional en 
el supuesto indicado generaría la irrupción del Tribunal Constitucional en el 
sistema de pesos y contrapesos diseñado por el Constituyente del Estado, y la 
consiguiente afectación al cauce que debe seguir el proceso legislativo. 

 

Controversia constitucional 148/2008. Poder Legislativo del Estado de Nuevo 
León. 11 de marzo de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretaria: Laura García Velasco. 
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DERECHO DE VETO. AL NO EXISTIR ALGÚN PRECEPTO CONSTITUCIONAL 
QUE LIMITE SU EJERCICIO EN CUANTO AL CONTENIDO, EL TITULAR DEL 
PODER EJECUTIVO PUEDE REALIZAR LIBREMENTE SUS OBSERVACIONES 
A CUALQUIER PROYECTO DE LEY O DECRETO. El derecho de veto consiste 
en la facultad conferida al titular del Poder Ejecutivo para realizar libremente 
observaciones a cualquier proyecto de ley o decreto emitido por el Legislativo, con 
la única limitante de que lo haga dentro de los primeros diez días contados a partir 
de que recibió el documento respectivo y, en su caso, en razón de la materia con 
que éste se vincule, pero sin que se advierta alguna disposición constitucional que 
limite el ejercicio de este derecho en cuanto a su contenido; de ahí que se 
presuponga la libertad que el Constituyente Permanente le ha conferido al 
Ejecutivo para ejercerlo, derivado de su carácter eminentemente político. En ese 
sentido, se concluye que el titular del Poder Ejecutivo puede realizar libremente 
sus observaciones a cualquier proyecto de ley o decreto, en virtud de que la 
interpretación efectuada en el escrito que las contiene no puede reputarse jurídica, 
sino política, ya que no se sustenta necesariamente en motivos de derecho, sino 
de oportunidad, referidos a intereses económicos, sociales, políticos, etcétera, es 
decir, bajo argumentos y razones políticas, y no sujetas a un método jurídico, pues 
sólo así el derecho de veto representa un mecanismo de control político de 
poderes cuyo objeto es mantener el equilibrio entre ellos, al presuponer una 
limitación del poder por el poder mismo, representando su ejercicio el principal 
contrapeso que posee el Poder Ejecutivo para frenar el exceso en el ejercicio de 
las funciones del Legislativo. 

Controversia constitucional 148/2008. Poder Legislativo del Estado de Nuevo 
León. 11 de marzo de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretaria: Laura García Velasco. 
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INHABILITACIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LOS ARTÍCULOS 129, 
131, 133, 136 Y 259 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO QUE 
ESTABLECEN DICHA PENA POR UN TÉRMINO DE VEINTE AÑOS SIN 
SEÑALAR LÍMITES MÍNIMO Y MÁXIMO DE APLICACIÓN, VIOLAN LOS 
ARTÍCULOS 14 Y 22 (ESTE ÚLTIMO VIGENTE HASTA ANTES DE LA 
REFORMA DE 2008) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. De la interpretación estricta (propia de la materia penal) 
de los citados artículos del Código Penal del Estado de México (vigentes antes de 
la entrada en vigor del Decreto publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 2 
de enero de 2006), en la parte que contienen la pena de inhabilitación por veinte 
años para desempeñar cualquier empleo, cargo o comisión públicos, se concluye 
que prevén una sanción penal fija y excesiva y, por tanto, violatoria de los artículos 
14 y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto que 
al señalar las penas correspondientes por las conductas antijurídicas que 
describen, además de las privativas de libertad y pecuniaria, establecen la pena 
de inhabilitación del servidor público que hubiere cometido el delito, por el término 
invariable e inflexible de veinte años. En efecto, la pena de inhabilitación prevista 
en los aludidos preceptos legales es excesiva y, por ende, inconstitucional, porque 
no señalan bases suficientes para que la autoridad judicial la individualice; y 
especialmente porque no permiten establecer su determinación en relación con la 
responsabilidad del sujeto infractor. Además, al estar configurada dicha pena en 
un lapso fijo, la inflexibilidad que ello supone no permite que exista la 
proporcionalidad y razonabilidad suficientes entre su imposición y la gravedad del 
delito cometido, habida cuenta que el establecimiento de un plazo fijo impide que 
para su aplicación judicial se tomen en cuenta, entre otros factores, el daño al bien 
jurídico protegido, la posibilidad para que se individualice entre un mínimo y un 
máximo, así como el grado de reprochabilidad atribuible al sujeto activo. 
 
 
Contradicción de tesis 147/2008-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero, Segundo y Cuarto, todos en Materia Penal del Segundo 
Circuito. 18 de marzo de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Beatriz J. Jaimes Ramos.  
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 


